SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°015
                                                     RADICACIÓN:  6600122040002018-00062-00


ACCIONANTE:         JHONATAN RODRÍGUEZ
NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 16 de abril de 2018

Proceso:


Acción de Tutela –Traslado expediente – hecho superado
Radicación Nro. :

66001220400020180006000
Accionante: 

JHONATAN RODRÍGUEZ
Accionado:

Juzgados Segundo y Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, así como el Centro de Servicios Administrativos para esos despachos, todos con sede en la ciudad de Ibagué (Tol.
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 


DEBIDO PROCESO / VIGILANCIA DE LAS PENAS / PETICIÓN / TRASLADO DEL EXPEDIENTE / HECHO SUPERADO - De la información suministrada por los accionados, se corrobora sin lugar a dudas que el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Ibagué, inclusive con antelación a haberse formulado la presente acción constitucional -abril 05 de 2018- ya había ordenado remitir el proceso que allí se surtía contra el señor JR a esta ciudad, el cual ya fue recibido y asignado a uno de sus similares en esta capital.

Igualmente, surge claro que parte del Juez Segundo de Ejecución de Penas de Ibagué, una vez fue enterado de la interposición de esta tutela, obró en idéntico sentido y dispuso remitir el asunto que estaba bajo su competencia ante sus homólogos de Pereira, y no obstante que a la fecha tal expediente no ha sido recibido, ello obedece a las contingencias propias del envío por correo certificado, pero no porque el juzgado haya omitido ordenar lo pertinente.

En ese orden de ideas, considera la Sala que el requerimiento del interno JR encaminado a que los expedientes que se encontraban en la ciudad de Ibagué (Tol.)  fueran trasladados ante los Juzgados de Ejecución de Penas de esta capital para que se continúe con la vigilancia de la pena impuesta, ya se cumplió, lo que igualmente conlleva pregonar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciséis (16) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                              Acta de Aprobación No. 321
                                             Hora: 3:10 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHONATAN RODRÍGUEZ contra los Juzgados Segundo y Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, así como el Centro de Servicios Administrativos para esos despachos, todos con sede en la ciudad de Ibagué (Tol.), al considerar vulnerado sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa.     

2.- SOLICITUD 

El señor JHONATAN RODRÍGUEZ, recluido en el establecimiento Penitenciario de Santa Rosa de Cabal (Rda.), interpone acción de tutela con el fin de que se trasladen los expedientes que se adelantan en su contra para que sea en esta capital donde se continúe la vigilancia de las penas que le fueron impuestas.

Pide se amparen sus derechos al debido proceso y defensa y se ordene a las entidades accionadas, que remitan los expedientes a sus homólogos en esta capital.
3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción constitucional y corrió traslado de la misma a los Juzgado Segundo y Tercero de Ejecución de Penas, así como al Centro de Servicios Administrativos de esos despachos, con sede en Ibagué (Tol.) y dispuso la vinculación del defensor del actor y del Agente del Ministerio Público que interviene ante esas células judiciales. Al respecto se pronunciaron de la siguiente forma:

- El Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.), informó que  por  auto de  marzo 22 de 2018, se ordenó remitir el proceso radicado al N° 73-411-60-99-043-2014-00095-00 que se allí se tramitaba contra JHONATAN RODRÍGUEZ, con destino a sus homólogos en esta capital, lo cual cumplió el Centro de Servicios Administrativos mediante oficio 9141 de esa misma fecha.  Estima que no ha vulnerado derechos fundamentales y pide que no se accedan a las pretensiones del actor.

- El Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.), expresó que el proceso 73-411-60-00468-2014-00544-00 que estaba a cargo del Juzgado Segundo fue remitido por competencia el abril 09 de 2018, por oficio 10602, con destino a los Juzgados de Ejecución de Pereira; así mismo que el expediente con radicación 73-411-60-99-043-2014-00095-00  a cargo del Juzgado Tercero se envió en marzo 22 de 2018 por oficio 9141. Estima que no se han vulnerado derechos fundamentales por cuanto las peticiones que este elevó mientras los expedientes estuvieron en ese despacho se tramitaron en debida forma y por ende pide se declare improcedente la acción de tutela, al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado.



4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.
Por parte de la Sala se obtuvo información del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), donde se indica que uno de los procesos del accionante ya fue asignado al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas
.  Así mismo y con la guía de envío del otro expediente que se surte contra el actor, se verificó que su entrega todavía no se ha concretado, pero se encuentra en trámite para ello
.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, se desprende que lo pretendido por el interno JHONATAN RODRÍGUEZ al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra  sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, como quiera que los expedientes que en su contra se tramitaban ante los Juzgados Segundo y Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué (Tol.), aun no habían sido remitidos a sus homólogos con sede en esta capital, quienes deben continuar con la vigilancia de su pena, habida cuenta que en la actualidad se encuentra en el Centro Penitenciario del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.).
Se evidencia en este evento, que el trámite requerido por el actor es de índole administrativo, más no jurisdiccional, en tanto no cuestiona decisión emitida por los funcionarios accionadas, sino una omisión en su proceder en cuanto a los mismos no han remitido, por competencia los procesos que allí se adelantan ante los despachos que deben asumir tal función en esta capital.

De la información suministrada por el actor, se aprecia que este no ha elevado petición alguna a los Juzgados con sede en la ciudad de Ibagué, para que procedieron a enviar los referidos procesos, aunque aduce que los mismos ya tienen pleno conocimiento de su traslado a esta región del país.

En efecto, de lo aportado por el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Ibagué, más concretamente del reporte de las actuaciones que se han ventilado en los procesos que se tramitaban en esa ciudad, se aprecia que en el asunto radicado al N° 73411-60-99-043-2014-00095, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas por auto de marzo 22 de 2018 dispuso remitir el expediente a sus homólogos en esta ciudad, donde ya fue recibido.
Así mismo en relación con el expediente con radicación N° 73411-60-00-468-2014-00544-00 que se surtía ante el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Ibagué, se observa que su remisión a sus homólogos en esta capital, se ordenó por auto de abril 09 de 2018 y a la fecha todavía se encuentra en trámite de entrega por parte de la empresa de correos 4/72, como así se demuestra con el rastreo de la guía pertinente.










De la información suministrada por los accionados, se corrobora sin lugar a dudas que el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Ibagué, inclusive con antelación a haberse formulado la presente acción constitucional -abril 05 de 2018- ya había ordenado remitir el proceso que allí se surtía contra el señor JHONATAN RODRÍGUEZ a esta ciudad, el cual ya fue recibido y asignado a uno de sus similares en esta capital.

Igualmente, surge claro que parte del Juez Segundo de Ejecución de Penas de Ibagué, una vez fue enterado de la interposición de esta tutela, obró en idéntico sentido y dispuso remitir el asunto que estaba bajo su competencia ante sus homólogos de Pereira, y no obstante que a la fecha tal expediente no ha sido recibido, ello obedece a las contingencias propias del envío por correo certificado, pero no porque el juzgado haya omitido ordenar lo pertinente.


En ese orden de ideas, considera la Sala que el requerimiento del interno JHONATAN RODRÍGUEZ encaminado a que los expedientes que se encontraban en la ciudad de Ibagué (Tol.)  fueran trasladados ante los Juzgados de Ejecución de Penas de esta capital para que se continúe con la vigilancia de la pena impuesta, ya se cumplió, lo que igualmente conlleva pregonar que 

no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
.
En conclusión, como quiera que los juzgados accionados ya atendieron la reclamación que por vía de tutela elevó el interno JHONATAN RODRÍGUEZ, se negará la protección exigida por tratarse de un hecho superado.








5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor JHONATAN RODRÍGUEZ, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver constancia obrante a folio 23.


� Ver folio 24.


� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� En sentencia T-178/00 la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� sentencia T-615/98 (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”


� Ver folios 18 y 19 C.O.


� Ver folios 15 y 16 C.O.


� Véase entre otras, la sentencia T-330 de 2017.
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